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DIVISIÓN JURÍDICA

           Al contestar refiérase

       al  oficio  Nº   1 3 4 2 1 
15 de diciembre, 2009

DJ-2548-2009

Señor
José  Antonio Rodríguez Corrales
Director, División Administrativa 

BANCO CENTRAL DE COSTA RICA
Estimado señor:

Asunto: Se devuelve sin refrendo por no requerirlo, el  convenio de préstamo de un espacio físico  suscrito entre el Banco Central de Costa Rica y la Asociación Solidarista de los Empleados del Banco Central de Costa Rica (ASOBACEN).
Nos referimos a su oficio No. DAD-331-2009 mediante el cual nos remite para refrendo el convenio de préstamo de un espacio físico y bienes  suscrito entre el Banco Central de Costa Rica y la Asociación Solidarista de los Empleados del Banco Central de Costa Rica (ASOBACEN).
Sobre el particular nos permitimos manifestar lo siguiente:

Mediante oficio 7148 (DCA-2220) de 2 de julio del 2007, esta Contraloría General improbó el Convenio suscrito entre el Banco Central  de Costa Rica y  la Asociación Solidarista de los  Empleados  del Banco Central de Costa Rica para el préstamo de un espacio físico y bienes muebles, y en dicho oficio se expusieron en forma amplia las razones para ello.
Ahora se somete nuevamente un convenio con una finalidad similar al anteriormente improbado, manteniéndose en esencia que se está frente a un permiso de uso o préstamo, pero en todo caso no se logra evidenciar que se esté en presencia de una relación propia de contratación administrativa. 
Lo anterior resulta relevante por  cuanto el actual Reglamento sobre el Refrendo de las Contrataciones de la Administración Pública, R-CO-44-2007, establece qué contrataciones requieren del refrendo contralor.

Particularmente, el artículo 5 de dicho cuerpo reglamentario en lo que interesa señala: “No estarán sujetos a refrendo los permisos de uso otorgados de conformidad con el artículo 154 de la Ley General de la Administración Pública, independientemente de si han sido concedidos mediante simple resolución  administrativa o cuando se plasmen en un convenio.”   

A su vez, el numeral 6 indica que “Tampoco requerirán refrendo los simples convenios de cooperación o colaboración celebrados por entes, empresas y órganos públicos con sujetos privados, cuyo objeto no suponga para la Administración el aprovisionamiento de bienes y servicios que debe realizarse mediante la actividad contractual administrativa regulada en la Ley de Contratación Administrativa y su Reglamento”.  

Siendo que actualmente los convenios de permiso de uso y de cooperación entre sujetos de derecho público y privados que no impliquen actividad contractual, no requieren del refrendo –según  los citados artículos- es dable concluir entonces que actualmente, el convenio suscrito entre ese Banco y la Asociación Solidarista de los Empleados del Banco Central de Costa Rica (ASOBACEN no requiere de tal acto de aprobación.

No obstante, queda bajo la exclusiva responsabilidad de esa Administración verificar la legalidad del negocio jurídico, lo cual debe quedar debidamente acreditado a efectos de control posterior, reiterando, en lo pertinente, lo indicado en el oficio 7148 (DCA-2220) de 2 de julio del 2007, ya citado, muy especialmente donde se indicó:

“[…] Cláusula Segunda: 

En esta cláusula, se contempla que el Banco  Central de Costa Rica facilitará a la  ASOBACEN  los servicios públicos de electricidad, agua potable, telefonía local, correo electrónico e internet, así como el uso compartido de la infraestructura de servidores (hosting) para el hospedaje en los mismos de sus bases de datos y sistemas de las oficinas que se otorgan en calidad de préstamo. 

Sobre el particular, se desconoce la norma jurídica que faculta al Banco Central  de Costa Rica no solo cancelar con recursos públicos este tipo de servicios sino que también comparta la infraestructura informática que tiene ese Banco, con el propósito de almacenar la información de una asociación  privada…”.

Asimismo, los jerarcas serán responsables de adoptar las medidas de control interno, de conformidad con la Ley General de Control Interno, para garantizar que los recursos públicos empleados, sean gestionados en estricto apego al ordenamiento jurídico vigente. 

Atentamente,
           Licda. Marlene Chinchilla Carmiol     
                    Licda. Maritza Chacón Arias
Gerente Asociada               
                                  Fiscalizadora
MCHA/mgs
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